
Santiago, seis de junio de dos mil veintid s.ó

VISTO:

En estos  autos  Rol  C-1601-2020,  seguidos ante  el  Tercer  Juzgado 

Civil  de  La  Serena,  sobre  juicio  ejecutivo,  caratulados  Fisco  de  Chile-“

Consejo  de  Defensa  del  Estado  con  Farmacias  Ahumada  S.A ,  por”  

sentencia de cinco de abril de dos mil veintiuno, se acogi  la excepci n deó ó  

prescripci n, con costas, y en consecuencia se neg  lugar a la ejecuci n.ó ó ó

La parte ejecutante se alz  en contra de dicho fallo y una Sala de laó  

Corte de Apelaciones de la Serena, por resoluci n de diez de agosto de eseó  

mismo a o, lo revoc , y decidi , en su lugar, rechazar la referida excepci n,ñ ó ó ó  

ordenando seguir adelante con la ejecuci n, con costas.ó

En contra de esta ltima decisi n la parte perdidosa dedujo recursoú ó  

de casaci n en el fondo.ó

Se trajeron los autos en relaci n.ó

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que la recurrente alega que se ha infringido el N  17°  

del  art culo  464  del  C digo  de  Procedimiento  Civil  en  relaci n  a  losí ó ó  

art culos 2497 y 2515 del C digo Civil, art culo 97 C digo Penal y art culoí ó í ó í  

51 de la Ley N  19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos°  

que rigen los Actos de los rganos de la Administraci n del Estado. RefiereÓ ó  

al respecto que, las sanciones administrativas en materia sanitaria no tienen 

norma  expresa  que  regule  su  prescripci n,  sin  embargo,  el  Tribunaló  

Constitucional desde la sentencia que se pronunci  sobre la modificaci n deó ó  

la Ley de Caza, Rol N  244 de 24 de agosto de 1996, ha venido se alandoº ñ  

que el Derecho Administrativo Sancionador y el Derecho Penal conforman 

una unidad, atendido que ambos son manifestaciones del Ius Puniendi del 

Estado,  siendo,  en  consecuencia,  aplicables  al  Derecho  Administrativo 

Sancionador las reglas y principios jur dicos del ordenamiento penal, entreí  

ellas,  las  reglas  de  prescripci n  extintiva.  Por  su  parte,  indica  que  laó  

Contralor a General de la Rep blica ha sido enf tica en afirmar la unidadí ú á  

del poder sancionatorio estatal, sea que se manifieste en normas de Derecho 

Penal,  en  preceptos  administrativos  o  en  normas  disciplinarias  internas 

se alando que: [ ] en aquellos casos en que no exista un texto legal claroñ “ …  

e inequ voco, procede aplicar por analog a instituciones correspondientes aí í  
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otras ramas del derecho para resolver situaciones no regladas expresamente, 

de manera que los principios del derecho penal son aplicables en materia 

sancionadora (..) .”

En virtud de lo anterior, sostiene que las reglas de prescripci n deló  

C digo Civil no resultan aplicables al Derecho Administrativo Sancionador,ó  

por la naturaleza jur dica de las sanciones administrativas que constituyení  

actos administrativos unilaterales de gravamen que no encuentran un s milí  

en  el  orden  civil,  gener ndose  eventuales  consecuencias  totalmenteá  

contrapuestas entre una disciplina y otra.

En cuanto al plazo de prescripci n de las sanciones administrativas,ó  

refiere que la Contralor a General de la Rep blica ha estimado que ste noí ú é  

puede ser otro que el de seis meses aplicable a las faltas, -art culo 97 delí  

C digo Penal-, ya que no es posible asimilar las infracciones administrativasó  

a cr menes o simples delitos ni mucho menos acudir a las normas civiles deí  

prescripci n.ó

Por  su  parte,  menciona  que  el  art culo  51  de  la  Ley  N  19.880í °  

dispone que ...los actos de la Administraci n P blica sujetos al Derecho“ ó ú  

Administrativo causan inmediata ejecutoriedad, salvo en aquellos casos en 

que  una  disposici n  establezca  lo  contrario  o  necesiten  aprobaci n  oó ó  

autorizaci n superior...los decretos y resoluciones producen efectos jur dicosó í  

desde su notificaci n o publicaci n, seg n sean de contenido individual oó ó ú  

general.  Aduce  que  en  raz n  de  ello,  la  multa  que  funda  el  presente” ó  

procedimiento ejecutivo se encuentra en estado de ser cobrada desde la 

fecha  de  dictaci n  de  la  sentencia  del  procedimiento  administrativoó  

sancionatorio que conden  a su parte, esto es, desde la 7 de julio del a oó ñ  

2017, en atenci n a lo se alado en la Resoluci n Exenta N 3586 y art culoó ñ ó ° í  

172  del  C digo  Sanitario,  norma,  esta  ltima,  que  tambi n  estimaó ú é  

vulnerada, por cuanto el plazo de prescripci n comienza a correr desde laó  

dictaci n  de  la  resoluci n  que  pone fin  al  procedimiento  administrativoó ó  

sancionador, o dicho de otro modo, la resoluci n que establece la multa, noó  

obstante encontrarse pendientes recursos en contra de dicha resoluci n. ó

Finaliza esgrimiendo que, es evidente que la acci n intentada por eló  

Fisco de Chile se encuentra prescrita y as  debi  ser declarado.í ó
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SEGUNDO: Que,  para  una  adecuada  comprensi n  del  asuntoó  

planteado  en  el  recurso,  resulta  necesario  tener  presente  los  siguientes 

antecedentes:

1.- Que con fecha 27 de mayo de 2020 comparece el Consejo de 

Defensa del Estado, por el Fisco de Chile/Secretar a Regional Ministerial deí  

Salud  Regi n  de  Coquimbo,  deduciendo  demanda  ejecutiva  contraó  

Farmacias  Ahumada S.A.  Se ala  que  por sentencia  sanitaria  Resoluci nñ ó  

Exenta N 3586 de 7 de julio de 2017, dictada con ocasi n del Sumario° ó  

Sanitario incoado por la Secretar a Regional Ministerial de Salud Regi n deí ó  

Coquimbo,  surgido  a  trav s  de  visita  inspectiva  realizada  a  Farmaciasé “  

Ahumada L-301, ubicada en Tangue N 36, Local 09, comuna de Ovalle ,º ”  

en  la  cual  se  constat  una  serie  de  incumplimientos  por  parte  deló  

establecimiento, se conden  a la ejecutada a pagar una multa de 500 UTM.ó  

Relata que con fecha 31 de agosto de 2018, a trav s de Resoluci n Exentaé ó  

N 4251, la Secretar a Regional Ministerial de Salud Regi n de Coquimbo,º í ó  

rechaz  la  solicitud  de  reconsideraci n  presentada  por  la  demandada,ó ó  

dejando firme la multa impuesta. Cuenta que dicha resoluci n se notificó ó 

con fecha 1 de octubre de 2018 y en virtud de ello, afirma que Farmacias 

Ahumada S.A. adeuda al Fisco de Chile la suma de 500 UTM.

Hace presente que el m rito ejecutivo de la sentencia de autos emanaé  

de lo  dispuesto en los  incisos  2  del  art culo  174 del  C digo  Sanitario,º í ó  

reformado por la  Ley 20.724 que modific  dicho c digo en materia deó ó  

regulaci n de farmacias y medicamentos, se alando actualmente que ó ñ “Las 

resoluciones  que  establezcan  las  infracciones  y  determinen  las  multas  

tendr n m rito ejecutivo y se har n efectivas de acuerdo con los art culosá é á í  

434 y siguientes del C digo de Procedimiento Civiló .”

2.- Con fecha 10 de marzo de 2021 es notificado el ejecutado.

3.- Que el ejecutado se opone a la ejecuci n deduciendo la excepci nó ó  

de prescripci n  art culo 464 N 17 del C digo de Procedimiento Civil- laó – í ° ó  

que funda en que el plazo de prescripci n de la acci n ejecutiva comienza aó ó  

correr desde la dictaci n de la sentencia que pone t rmino al procedimientoó é  

administrativo  sancionatorio,  esto  es,  la  Resoluci n  Exenta  N  3586  deó °  

fecha 7 de julio de 2017, no obstante encontrarse pendiente gestiones tales 
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como la reclamaci n de sta,  lo anterior en virtud de lo dispuesto en eló é  

Art culo 172  del C digo Sanitario. í ° ó

Luego refiere que no existe norma expresa que regule el plazo de 

prescripci n  de  las  sanciones  administrativas  en  materia  sanitaria,  sinó  

embargo, el Tribunal Constitucional desde la sentencia que se pronunció 

sobre la modificaci n de la Ley de Caza, Rol N  244, de 24 de agosto deó º  

1996 ha venido se alando que el Derecho Administrativo Sancionador y elñ  

Derecho  Penal  conforman  una  unidad,  atendido  que  ambos  son 

manifestaciones  del  Ius  Puniendi  del  Estado,  siendo  en  consecuencia 

aplicables  al  Derecho  Administrativo  Sancionador  las  reglas  y  principios 

jur dicos  del  ordenamiento  penal,  entre  ellas  las  reglas  de  prescripci ní ó  

extintiva. Agrega que, por su parte, la Contralor a General de la Rep blicaí ú  

ha sido enf tica en afirmar la unidad del poder sancionatorio estatal, seaá  

que se manifieste en normas de Derecho Penal, en preceptos administrativos 

o en normas disciplinarias internas.  Expone que, con todo, las reglas  de 

prescripci n  del  C digo  Civil  no  resultan  aplicables  al  derechoó ó  

administrativo sancionador. 

En cuanto al plazo de prescripci n de las sanciones administrativas,ó  

se ala que la Contralor a General de la Rep blica estima que ste no puedeñ í ú é  

ser otro que el de seis meses aplicable a las faltas. 

Sostiene que, en raz n de lo anterior, la multa que funda el presenteó  

procedimiento ejecutivo se encuentra en estado de ser cobrada desde la 

fecha  de  dictaci n  de  la  sentencia  del  procedimiento  administrativoó  

sancionatorio que conden  a su parte, es decir,  desde la 7 de julio del a oó ñ  

2017, por lo que es evidente que la acci n intentada por el Fisco de Chileó  

se encuentra prescrita al haber transcurrido el plazo de seis dispuesto en el 

art culo 97 del C digo Penal, o en subsidio, por haber transcurrido m s deí ó á  

3 a os desde la dictaci n de la Resoluci n Exenta N  3586 y la fecha deñ ó ó °  

notificaci n de la demanda, la cual se produjo el d a 10 de marzo del a oó í ñ  

2021.

4.- El ejecutante evacuando el traslado pidi  su rechazo y argumentó ó 

que la Ley N  20.724 reemplaz  el  inciso segundo del  art culo 174 del° ó í  

C digo Sanitario,  por  el  siguiente:  Las  resoluciones  que establezcan lasó “  

infracciones y determinen las multas tendr n m rito ejecutivo y se har ná é á  
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efectivas  de  acuerdo  con  los  art culos  434  y  siguientes  del  C digo  deí ó  

Procedimiento  Civil .  As ,  dice,  teniendo  m rito  ejecutivo  las  sentencias” í é  

administrativas que impongan multas, a contar del d a 14 de febrero deí  

2014 (fecha de publicaci n de la Ley N  20.724), su cobro dar  lugar a unó º á  

juicio  ejecutivo  de  obligaciones  de  dar ,  al  que  resulta  aplicable  lo“ ”  

dispuesto en el  art culo 2515 del  C digo Civil,  esto es,  que el  plazo deí ó  

prescripci n es de 3 a os para las acciones ejecutivas. Dicho plazo, sostiene,ó ñ  

debe  computarse  desde  el  momento  en  que  lo  resuelto  se  encuentre 

ejecutoriado, esto es desde que se notifica la resoluci n que pone t rmino aló é  

procedimiento administrativo, en este caso la Resoluci n Exenta N 4251, deó °  

fecha  31  de  agosto  de  2018,  la  cual  resuelve  el  recurso  de  reposici nó  

interpuesto  por  la  ejecutada,  y  que  le  fuera  notificada  con  fecha  1  de 

octubre del mismo a o. Por lo que habi ndosele notificado la demanda queñ é  

dio origen a estos autos con fecha 12 de marzo de 2021, no transcurri  eló  

plazo de tres a os de prescripci n.ñ ó

5.- Por sentencia de cinco de abril de dos mil veintiuno se acogi  laó  

excepci n de prescripci n y, por lo tanto, se rechaz  la ejecuci n. ó ó ó ó

6.- La parte perdidosa se alz  en contra de dicho fallo y una Sala deó  

la Corte de Apelaciones de La Serena, por sentencia diez de agosto de dos 

mil  veintiuno,  lo  revoc ,  y  decidi ,  en  su  lugar,  rechazar  la  referidaó ó  

excepci n, ordenando seguir adelante con la ejecuci n, con costas.ó ó

TERCERO:  Que la sentencia recurrida para rechazar la excepci nó  

en comento y determinar cu l era el plazo de prescripci n de la presenteá ó  

acci n ejecutiva, cit  jurisprudencia de esta Corte -fallo Rol 16632-2018- enó ó  

que  se  se ala  que  la  sentencia  sanitaria  pronunciada  por  la  Secretar añ í  

Regional Ministerial de Salud mediante la cual se aplica una multa tiene el 

car cter de t tulo ejecutivo de conformidad con lo dispuesto por el art culoá í í  

174 del C digo Sanitario y, en este sentido, el plazo de prescripci n de laó ó  

respectiva acci n se rige por la regla general en la materia, esto es, tresó  

a os, seg n lo dispuesto por el art culo 2515 del C digo Civil. Criterio, queñ ú í ó  

dicen los sentenciadores de fondo, es acorde con lo dicho tambi n en estaé  

materia por la Contralor a General de la Rep blica, la que seg n expresaí ú ú  

en el dictamen N  30.871 de 2016, con el inicio de la vigencia de la ley N° ° 

20.724,  las  resoluciones  que  imponen  multas  en  los  sumarios  sanitarios 
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tienen  m rito  ejecutivo  y  su  cobro  debe  efectuarse  por  el  Consejo  deé  

Defensa del Estado, de acuerdo con las reglas pertinentes del juicio ejecutivo 

y ante el tribunal de justicia competente.

De lo anterior concluyen que no existiendo norma especial para la 

prescripci n  extintiva de la  acci n  ejecutiva dimanante de las  sentenciasó ó  

administrativas dictadas por la Secretar a Regional de Salud, correspondeí  

aplicar a su respecto la regla general establecida en el art culo 2.515 delí  

C digo Civil, esto es, de tres a os desde que la obligaci n se hubiere hechoó ñ ó  

exigible.

Ahora,  en  lo  que  respecta  al  c mputo  del  plazo,  se ala  el  falloó ñ  

cuestionado que [ ] la presentaci n de un reclamo judicial por parte del“ … ó  

afectado al amparo del art culo 171 del C digo Sanitario, tal como ocurrií ó ó 

en la especie, no implica una suspensi n del plazo de prescripci n de laó ó  

acci n destinada al cumplimiento forzado de la sentencia sanitaria toda vezó  

que, de conformidad con el art culo 172 del citado cuerpo normativo, lasí “  

sentencias que dicte la autoridad sanitaria podr n cumplirse no obstanteá  

encontrarse pendiente la reclamaci n a que se refiere el art culo anterior,ó í  

sin perjuicio de lo que por sentencia definitiva ejecutoriada o que cause  

ejecutoria resuelva la justicia ordinaria al pronunciarse sobre aquello . As ,” í  

su claro tenor resulta que la interposici n de reclamo sanitario del art culoó í  

171 del c digo del ramo, no implica la suspensi n del plazo para exigir eló ó  

cumplimiento de la sentencia sanitaria sin perjuicio, por cierto, del efecto  

que pueda tener la resoluci n que, en definitiva, se adopte por el tribunaló  

ordinario que deba conocer y fallar el respectivo recurso.  (Corte Suprema,”  

Fallo Rol 16632-2018, sentencia de remplazo, considerando sexto) .”

En raz n de ello estima que el plazo de tres a os de prescripci nó ñ ó  

debe  contabilizarse  a  partir  del  7  de  julio  de  2017,  por  aplicaci n  deló  

art culo 51 de la Ley N  19.880. í °

A ello agregan que, de los antecedentes de autos se desprende que la 

demanda se present  el veintisiete de mayo de dos mil veinte, y que, seg nó ú  

el  derrotero  argumentativo  desarrollado,  el  plazo  de  prescripci n  de  laó  

acci n incoada se consumaba el siete de julio del mismo a o; sin embargo,ó ñ  

sostienen que producto de la pandemia generada por el virus Sars-Cov 2 

desde el mes de marzo de dos mil veinte que el pa s se encuentra bajo uní  
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estado de excepci n constitucional, Estado de Cat strofe, lo que motiv  laó á ó  

dictaci n  de  la  Ley  N  21.226  en  cuyo art culo  octavo dispone que laó ° í  

prescripci n  de  las  acciones  se  entender  interrumpida  por  la  solaó á  

presentaci n de la demanda durante la vigencia del estado de excepci nó ó  

constitucional de cat strofe, por calamidad p blica, declarado por Decretoá ú  

Supremo N 104, de 18 de marzo de 2020, del Ministerio del Interior yº  

Seguridad  P blica,  bajo  condici n  que  sta  sea  v lidamente  notificadaú ó é á  

dentro  de  los  cincuenta  d as  h biles  siguientes  a  la  fecha  del  cese  delí á  

referido estado de excepci n constitucional,  circunstancia sta ltima queó é ú  

a n no ocurr a  al  momento de  dictarse  dicho fallo.  Raz n  por la  cualú í ó  

sostienen que el plazo de prescripci n se interrumpi  por el solo ministerioó ó  

de la ley al momento de interponerse la demanda el veintisiete de mayo de 

dos mil veinte, esto es, antes de que la prescripci n se consumara.ó

CUARTO: Que lo  rese ado en el  fundamento primero pone deñ  

manifiesto que el quid de la cr tica de ilegalidad dirigida contra la sentenciaí  

que se impugna en el recurso estriba en la inobservancia de las normas que 

correctamente aplicadas habr an llevado a los jueces del fondo a acoger laí  

excepci n de prescripci n, en primer lugar, por ser aplicable a las multasó ó  

ordenadas por la autoridad sanitaria el plazo de prescripci n dispuesto en eló  

art culo 97 del C digo Penal, y en subsidio, por haber transcurrido el plazoí ó  

de tres a os desde que se dict  la resoluci n que le impuso la multa -7 deñ ó ó  

julio de 2017- y se le notific  la demanda ejecutiva -10 de marzo de 2021-. ó

QUINTO:  Que en relaci n al plazo de prescripci n de la presenteó ó  

acci n ejecutiva, se ha se alado por esta Corte es aquel de tres a os queó ñ ñ  

establece el art culo 2515 del C digo Civil (Corte Suprema Rol 11480-2017,í ó  

16632-2018 y 19399-2019).

En efecto, y a diferencia de lo que sostiene el recurrente, no parece 

procedente  aplicar  la  prescripci n  de  seis  meses  que  para  las  faltasó  

contempla el art culo 97 del C digo Penal, ya que la sola circunstancia queí ó  

la infracci n conlleve una sanci n pecuniaria no transforma ese il cito enó ó í  

una falta penal y tampoco puede reput rsele como tal. Adem s, si bien laá á  

potestad sancionadora de la Administraci n forma parte del denominadoó  

ius  puniendi  del  Estado,  se  trata,  en  la  especie,  de  una  sanci n“ ” ó  

administrativa,  independiente  de la  criminal,  sin  que aparezca razonable 
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que la prescripci n se rija por las reglas aplicables a las faltas, en la medidaó  

que  una  prescripci n  tan  breve  como  la  que  pretende  quien  recurreó  

permitir a  eludir  las  finalidades  de  la  sanci n,  tanto  en  su  car cter  deí ó á  

efectiva represi n de los il citos, cuanto en su dimensi n preventiva general. ó í ó

No puede desconocerse que las sanciones administrativas y penales 

comparten algunas caracter sticas propias de su naturaleza -como el respetoí  

a los principios de non bis in idem, pro reo y de irretroactividad de la ley 

sancionadora y, desde luego, la necesidad de prescripci n de la respectivaó  

acci n  persecutoria-  pero  esa  constataci n  no  amerita  someterlas  a  unó ó  

mismo estatuto  de  garant as,  pues  sus  naturales  diferencias  son  las  queí  

obstan a asimilar la contravenci n administrativa a una falta penal, nicaó ú  

manera  de  arribar  a  un  per odo  de  prescripci n  de  seis  meses  para  laí ó  

pertinente acci n persecutoria, la que surge de la naturaleza intr nseca deló í  

castigo,  diferenciaci n  que,  adem s,  est  recogida  en  el  art culo  20  deló á á í  

C digo Penal, que estatuye que: No se reputan penas  las multas y dem só “ … á  

correcciones  que  los  superiores  impongan  a  sus  subordinados  y 

administrados  en  uso  de  su  jurisdicci n  disciplinal  o  atribucionesó  

gubernativas .  Y entre estas ltimas, naturalmente, se encuentran las que” ú  

conciernen al Estado administrador como propias del ius puniendi que le 

pertenece en el marco administrativo respectivo. 

En tales condiciones, la omisi n normativa de un lapso razonable yó  

prudente  de  prescripci n  en  el  C digo  Sanitario  ha  de  ser  solucionadaó ó  

acudiendo a las reglas generales del derecho com n, aplicando el sistemaú  

desarrollado en los art culos 2514 y siguientes del C digo Civil, en virtudí ó  

del mandato expreso del art culo 2497 de ese cuerpo normativo, en cuantoí  

dispone que las reglas relativas a la prescripci n se aplican igualmente aó  

favor y en contra del Estado, de las iglesias, de las municipalidades, de los 

establecimientos y corporaciones nacionales y de los individuos particulares 

que tienen la libre administraci n de lo suyo.ó

Por  lo  tanto,  los  jueces  del  fondo  han  fallado  correctamente  al 

establecer que el plazo de prescripci n de la presente acci n ejecutiva es deó ó  

tres a os.ñ

SEXTO: Que, por otra parte, el recurrente ha alegado que se han 

vulnerado los art culo 172 del C digo Sanitario y 51 de la Ley N  19.880,í ó °  
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pues, a su entender, el plazo de prescripci n, ya sea de seis meses o de tresó  

a os, debiera contarse desde la dictaci n de la resoluci n que le aplic  lañ ó ó ó  

multa, es decir, desde el 7 de julio de 2017, alegaci n que no se condiceó  

con  el  m rito  de  autos  toda  vez  que  el  fallo  impugnado  ha  resueltoé  

precisamente, en este mismo sentido, y a partir de dicha resoluci n es queó  

han contabilizado el plazo de prescripci n. ó

S PTIMO:É  Que, la discordancia finalmente entre la sentencia de 

primera instancia que acoge la excepci n de prescripci n- y la de segunda– ó ó  

que la rechaza- se ha producido por cuanto los jueces de segundo grado al–  

resolver el asunto controvertido han dado aplicaci n a lo dispuesto en eló  

art culo 8 de la Ley N  21.226, el cual establece que í ° Durante la vigencia“  

del estado de excepci n constitucional de cat strofe, por calamidad p blica,ó á ú  

declarado  por  decreto  supremo N  104,  de  18  de  marzo  de  2020,  delº  

Ministerio del Interior y Seguridad P blica, y el tiempo en que este seaú  

prorrogado, si es el caso, se entender  interrumpida la prescripci n de lasá ó  

acciones por la sola presentaci n de la demanda, bajo condici n de que estaó ó  

no sea declarada inadmisible y que sea v lidamente notificada dentro de losá  

cincuenta d as h biles siguientes a la fecha del cese del referido estado deí á  

excepci n constitucional, y el tiempo en que este sea prorrogado, si es eló  

caso, o dentro de los treinta d as h biles siguientes a la fecha en que laí á  

demanda fuere prove da, lo que suceda ltimo , í ú ” estimando as , que el plazoí  

de prescripci n de tres a os que comenz  a correr a partir de la dictaci nó ñ ó ó  

de la Resoluci n Exenta N  3586 de 7 de julio de 2017, se interrumpi  conó ° ó  

la presentaci n de la demanda el 27 de mayo de 2020, cuando a n ste noó ú é  

hab a transcurrido.í

Y al respecto, cabe tener presente que, el recurso de casaci n en eló  

fondo exige para su correcta deducci n conocer las normas infringidas, laó  

forma en que dicha infracci n se ha producido y la influencia que sta haó é  

tenido en lo dispositivo del fallo, requisitos todos consignados en el art culoí  

772 del C digo de Procedimiento Civil.  ó

OCTAVO: Que se ha se alado: Que las normas infringidas en elñ “  

fallo, para que pueda prosperar un recurso de casaci n en el fondo, han deó  

ser tanto las que el fallador invoc  en su sentencia para resolver la cuesti nó ó  

controvertida,  como  aquellas  que  dej  de  aplicar,  puesto  que  en  casoó  
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contrario esta Corte no podr a dictar sentencia de reemplazo, dado que seí  

trata de un recurso de derecho estricto . (CS, 14 diciembre 1992, RDJ, T.”  

89, secc. 1 , p g. 188). ª á

NOVENO: Que,  conforme  a  lo  indicado  y  pese  al  esfuerzo 

argumentativo  del  recurrente,  su  recurso  no  ha  sido  encaminado  como 

debi  serlo,  invocando  los  fundamentos  jur dicos  que  en  propiedad  eó í  

ineludiblemente resultaban pertinentes y de rigor, al no venir denunciada la 

conculcaci n de una norma decisoria litis fundamental a la resoluci n de laó ó  

materia discutida, a saber, el art culo 8 de la Ley N  21.226, pues es aquellaí °  

disposici n  legal  como  ha  quedado  de  manifiesto  en  el  considerandoó –  

s ptimo- la que ha servido de sustento a la sentencia recurrida para revocaré  

el fallo apelado y rechazar la excepci n de prescripci n.ó ó  Al no formular tal 

denuncia  se  genera  un  vac o  que la  Corte  no  puede  subsanar  dado  elí  

car cter de derecho estricto que reviste el recurso de nulidad intentado.á

D CIMO:É  Que,  en  virtud  de  lo  razonado  no  incurriendo  la 

sentencia cuestionada en los errores jur dicos invocados en el  recurso deí  

casaci n  en  el  fondo  al  concluir  los  sentenciadores  del  m rito  que  laó é  

excepci n  prevista  en  el  numeral  17  del  art culo  464  del  C digo  deó º í ó  

Procedimiento Civil deb a ser rechazada y, teniendo presente lo expuesto ení  

el considerado precedente, ste arbitrio deber  ser desestimado.é á

Por estas consideraciones y lo preceptuado en los art culos 765, 766,í  

767 y 768 del C digo de Procedimiento Civil,  ó se  rechaza el recurso de 

casaci n en el  fondo deducido por el  abogado Alex Moreno Varela,  enó  

representaci n de la parte ejecutada, en contra de la sentencia de la Corteó  

de Apelaciones de La Serena de diez de agosto de dos mil veintiuno.

Reg strese y devu lvase, v a interconexi n.í é í ó

Redacci n a cargo del Ministro se or Guillermo Silva G.ó ñ

Rol N 65.812-2021.-°
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Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema integrada por los
Ministros (as) Guillermo Enrique Silva G., Mauricio Alonso Silva C., María
Angélica Cecilia Repetto G., Ministro Suplente Juan Manuel Muñoz P. y
Abogado Integrante Diego Antonio Munita L. Santiago, seis de junio de dos
mil veintidós.

En Santiago, a seis de junio de dos mil veintidós, se incluyó en el Estado
Diario la resolución precedente.
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En aquellos  documentos  en  que  se visualiza la hora, esta
corresponde al horario establecido para Chile Continental.
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